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Radicado: 11001-03-15-000-2021-10946-00

Demandante: William Fortich Díaz
Demandado: Tribunal Administrativo de Córdoba y Otro

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., trece (13) de diciembre de dos mil veintiuno (2021)

Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
11001-03-15-000-2021-10946-00

Demandante:
WILLIAM FORTICH DÍAZ
Demandado:
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CÓRDOBA Y OTRO
Temas: 
Tutela contra providencia judicial - cumplimiento de los requisitos para la admisión de la demanda

AUTO ADMISORIO

I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado el 26 de noviembre de 2021
 y remitido al buzón web de la Secretaría General de esta Corporación el 29 de noviembre siguiente, actuando por intermedio de apoderado judicial, el señor William Fortich Díaz ejerció acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Córdoba y el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Montería, con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia.
2. El accionante consideró vulneradas las referidas garantías constitucionales con ocasión de la providencia proferida el 30 de enero de 2020 por el Tribunal Administrativo de Córdoba, mediante la cual confirmó la decisión de primera instancia, dictada por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Montería el 31 de julio de 2019, que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, promovido por la Universidad de Córdoba contra el señor William Fortich Díaz, identificado con radicación 23001-33-31-005-2013-00073-00.
3. Con base en lo anterior, la parte actora solicitó el amparo de los derechos fundamentales invocados y, en consecuencia, pidió:

“1. Tutelar el derecho fundamental del debido proceso, en conexión con el derecho de acceso a la administración de justicia, del señor William Fortich Díaz, vulnerado por el Tribunal Contencioso Administrativo de Córdoba y el Juzgado Quinto Administrativo de Montería, al momento de proferir las providencias de treinta (30) de enero de 2020 y treinta y uno de julio de 2019, respectivamente, dentro del proceso judicial radicado en el mencionado juzgado, con el No. 23001333100520130007300.
2. Como consecuencia de lo anterior, solicito ORDENAR al Juzgado Quinto Administrativo de Montería, decretar la NULIDAD de la sentencia expedida dentro del proceso judicial de radicado No. 23001333100520130007300 y emitir una nueva sentencia, con base en las razones generales y específicas de procedencia de esta acción de tutela”. 
1.2. Solicitud de medida provisional

4. Por otra parte, el accionante solicitó:

“ Con el fin de que no se agrave la situación del señor accionante, William Fortich Díaz, y se le cause un perjuicio irremediable, solicito muy respetuosamente se decrete como medida cautelar la SUSPENSIÓN del proceso administrativo de cumplimiento de las sentencias judiciales dictadas dentro del proceso en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho radicado 23001333100520130007300”.

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia
5. El Consejo de Estado es competente para conocer de la demanda presentada por el señor William Fortich Díaz, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 86 de la Constitución Política, 37
 del Decreto Ley 2591 de 1991 y el numeral 5° del artículo 2.2.3.1.2.1.
 del Decreto 1069 de 2015, modificado por los Decretos 1983 de 2017 y 333 de 2021.

6. Lo anterior, por cuanto la acción de tutela se dirige contra el Tribunal Administrativo de Córdoba y el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Montería y le corresponde conocer como máximo Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, por ser superior del primero.

7. Igualmente, este Despacho como integrante de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para pronunciarse sobre la admisión de la demanda de tutela, en virtud de lo dispuesto en el artículo 35
 del Código General del Proceso, aplicable al trámite del vocativo de la referencia por la remisión establecida en el artículo 2.2.3.1.1.3.
 del Decreto 1069 de 2015. 

2.2. Marco normativo de las medidas provisionales en las acciones de tutela  

8. Para resolver el caso concreto, el despacho debe tener en cuenta el artículo 7
 del Decreto Ley 2591 de 1991 “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”.

9. La medida provisional de suspensión del acto que presuntamente amenaza o vulnera un derecho fundamental, pretende evitar que la amenaza al derecho se concrete en violación o que ésta produzca un daño más gravoso que origine la ineficiencia del fallo de tutela, en caso de ser amparable el derecho.

10. El Juez de tutela podrá adoptar la medida provisional que estime pertinente para proteger el derecho, cuando lo considere necesario y urgente. Esta decisión debe ser razonada y proporcionada a la situación planteada.

2.3. Solicitud de la medida provisional

11. Revisado el expediente, se observa que la parte accionante solicitó como medida provisional, que se suspenda la ejecución de las sentencias del 30 de enero de 2020 y 31 de julio de 2019, proferidas por el Tribunal Administrativo de Córdoba y el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Montería, respectivamente, acorde con las cuales se dejó sin efectos parcialmente el reconocimiento y pago pensional al señor William Fortich Díaz.
12. El artículo 7° del Decreto Ley 2591 de 1991 señala que, desde el momento de la presentación del requerimiento, el Juez que conoce de la acción de tutela, si expresamente lo considera necesario y urgente para proteger derechos fundamentales, puede suspender la aplicación del acto concreto que, a juicio de la parte actora, constituye la causa de la vulneración. 
13. Así mismo, debe apreciarse fácilmente que existe una amenaza o vulneración de un derecho fundamental como consecuencia de la aplicación del hecho o actuación, además que se adviertan serias posibilidades de que finalmente se acceda a la protección constitucional solicitada y, que se requiera la protección urgente del objeto del proceso.

14. Al aplicar estos principios al caso concreto, con fundamento en la situación fáctica expuesta y los defectos alegados por la parte actora, el despacho advierte que la afectación constitucional no aparece acreditada ni siquiera en forma sumaria, toda vez que no se encuentran en el expediente digital las sentencias que se aduce contienen los yerros señalados. De tal manera que, no es posible establecer en este momento procesal si la decisión adoptada estuvo conforme a derecho. Tampoco se cuenta con el expediente pensional administrativo tramitado en el Tribunal Administrativo de Córdoba.
15. Tampoco se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable.
16. Prima facie, no se puede realizar el análisis para determinar si: 
i) La decisión judicial demandada contiene un error grave o manifiesto que contradiga el orden jurídico. Se evidencia la ausencia de pruebas para determinar dicha circunstancia.;

ii) No existe prueba de la amenaza o vulneración se materializa en contra de los derechos fundamentales de la parte accionante, toda vez que solo se sabe que se optó por el reconocimiento y pago de la pensión de vejez al señor William Fortich Díaz, en un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, del cual no se puede advertir, en este momento procesal, si el Tribunal accionado cumplió con los presupuestos, normativos y fácticos que deben sustentar el reconocimiento de la pensión y; 
iii) El decreto de dicha medida cautelar tendría por objeto evitar la consolidación de un perjuicio irremediable que -se reitera- no se acreditó.
17. En virtud de lo expuesto y al no contar este Juez Constitucional con algún medio de convicción que le permita establecer una relación de causalidad entre la decisión judicial controvertida y la supuesta vulneración de los derechos alegados por la parte actora, resulta abiertamente improcedente ordenar una medida provisional que implique la suspensión de una providencia judicial ejecutoriada, que en principio goza de presunción de legalidad.

18. En tal sentido, el término de diez (10) días con el que cuenta el juez de tutela para proferir sentencia de primera instancia conduce a que, al no encontrarse demostrado en esa etapa procesal un perjuicio irremediable que ocasione una grave afectación a los derechos fundamentales, la parte actora deberá atenerse a la decisión que adopte el juez constitucional, sin que se vean comprometidas las garantías que invocó.

19. En conclusión, el Despacho considera que los presupuestos para decretar la medida provisional solicitada no están acreditados, puesto que no se aportaron los elementos probatorios para determinar que en este momento procesal exista una situación de vulneración o un error manifiesto, que esté afectando actualmente las garantías de la parte actora. En ese orden de ideas, el despacho se abstendrá de decretarla.
2.2. Admisión de la demanda

20. Por reunir los requisitos exigidos por el artículo 14 del Decreto Ley 2591 de 1991 y de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1° de los Decretos 1983 del 2017 y 333 de 2021, se dispone:

PRIMERO: ADMITIR la demanda incoada por el señor William Fortich Díaz, en ejercicio de la acción de tutela.  

SEGUNDO: NEGAR la medida provisional prevista en el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, solicitada por la parte accionante, en ejercicio de la acción de tutela, de conformidad con lo expuesto.

TERCERO: NOTIFICAR la existencia de la presente acción a los magistrados del Tribunal Administrativo de Córdoba y al Juez Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Montería, como autoridades judiciales accionadas, para que dentro del término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, se refieran a sus fundamentos y puedan allegar las pruebas y rendir los informes que considere pertinentes.

CUARTO: VINCULAR en calidad de tercero con interés jurídico legítimo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991 a la Universidad de Córdoba, toda vez que fungió como parte activa del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho y a los demás sujetos procesales.

Para lo cual, la Secretaría General de esta Corporación, deberá corroborar las partes del proceso, al momento que aporten el expediente referido, para efectuar las notificaciones debidas.

Lo anterior, para que, si lo consideran pertinente, en el término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, puedan intervenir en la actuación, por cuanto existe la posibilidad de resultar afectados con la decisión que se adopte.

QUINTO: ORDENAR a la Secretaría General de esta Corporación publicar el contenido de esta providencia y de la demanda de tutela, en la página web del Consejo de Estado, en aras de garantizar el conocimiento de la misma a todos los terceros interesados.

SEXTO: ORDENAR al Tribunal Administrativo de Córdoba publicar el contenido de esta providencia y de la demanda de tutela, en la página web de dicha corporación, con el fin de certificar la notificación de la misma de quienes tengan un interés legítimo en el presente trámite.

SÉPTIMO: OFICIAR al Tribunal Administrativo de Córdoba y el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Montería, para que alleguen copia íntegra, física o digital del expediente del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado 23001-33-31-005-2013-00073-00, dentro del término de dos (2) días, contados a partir de la fecha de notificación de este proveído.

OCTAVO: ADVERTIR que, de no cumplirse con el requerimiento, se utilizarán por este despacho las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 1564 de 2012.

NOVENO: TENER como pruebas, con el valor legal que les corresponda, los documentos relacionados y allegados con la demanda.

DÉCIMO: NOTIFICAR a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en los términos y para los efectos previstos en el artículo 610 del Código General del Proceso.

UNDÉCIMO: RECONOCER personería para actuar, al abogado Alonso López Rhenals, en calidad de apoderado judicial del señor William Fortich Díaz de conformidad con el poder
 obrante en el expediente digital de tutela, allegado con la presentación de la demanda. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada
� El expediente pasó al despacho el 3 de diciembre de 2021.


� “ARTÍCULO 37. PRIMERA INSTANCIA.  Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.


El que interponga la acción de tutela deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos y derechos. Al recibir la solicitud, se le advertirá sobre las consecuencias penales del falso testimonio.


<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás medios de comunicación serán competentes los jueces de circuito del lugar”.


� “ARTÍCULO  2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:


(…)


5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada”.


� “ARTÍCULO 35. ATRIBUCIONES DE LAS SALAS DE DECISIÓN Y DEL MAGISTRADO SUSTANCIADOR. Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación contra el que rechace el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace la oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión.


Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o por el magistrado sustanciador, no admiten recurso.


A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única podrá decidir los recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial”.


� “ARTÍCULO  2.2.3.1.1.3 De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto. 


Cuando el juez considere necesario oír a aquél contra quien se haya hecho la solicitud de tutela, y dicha persona sea uno de los funcionarios que por ley rinde declaración por medio de certificación jurada, el juez solicitará la respectiva certificación”.





� “Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere.


Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante.


La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible.


El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso.


El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado.”


� El poder que se allegó no se presentó personalmente ante un notario o una oficina de apoyo judicial, no obstante, en virtud del artículo 5º del Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, se presumirán auténticos, además, de que en él obra la firma del poderdante y la manifestación expresa ante la interposición de la tutela suscrita por el abogado Alonso de Jesús López Rhenals como representante en el trámite del vocativo de la referencia.
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